
Seguimos llamándolo economía
colaborativa. Pero Uber, creada
en 2009, cuenta con 6.000 em-
pleados en todo el mundo y pre-
sencia en 400 ciudades de 69 paí-
ses. Solo en Londres, cada sema-
na 30.000 personas descargan su
aplicación. Lo mismo sucede con
Airbnb, una multinacional basa-
da en la idea de compartir la vi-
vienda habitual y que hoy tiene
dos millones de alojamientos en
34.000 localidades de 191 países.
La primera opera con una legisla-
ción distinta en cada uno de los
27 países de la Unión Europea. Y
la segunda se desarrolla en un
limbo legal en la mayoría de ciu-
dades, que en algunos casos y den-
tro de un mismo Estado, compi-
ten deslealmente entre ellas, re-
gulando de forma independiente.
La ordenación legal de este fenó-
meno, especialmente en países
como España, está hoy muy lejos
de la velocidad de su crecimiento.

La Comisión Nacional de los
Mercados y la Competencia (CN-
MC) reclamó en un informe más
libertad para la implantación de
este tipo de empresas, algo que,
según fuentes cercanas al ente,
le costó una guerra interna que
todavía colea y que ha desembo-
cado en postergar una posición
firme sobre el asunto. Madrid y
Barcelona, epicentros por pobla-
ción del fenómeno, siguen sin le-
gislar en este ámbito y lo único
que hay es un borrador de decre-
to catalán guardado en un cajón
y una comisión parlamentaria pa-
ra debatir la economía colabora-
tiva. En el resto de España, se
suele aplicar la legislación del
sector turístico, transferida a las
comunidades.

En el transporte, la lucha en-
carnizada de Uber por instalar su
negocio en España (primero con
su servicio de taxi privado y luego
con el de entrega de comida a do-
micilio enBarcelona) ha termina-
do en la implantación de su ver-
sión con chóferes privados enMa-
drid (Uber X) utilizando las licen-
cias VTC (en otras ciudades espa-
ñolas no hay suficientes, se otor-
ga una por cada 30 de taxi). No
hay margen legal para más hasta
el momento, pero en el caso de
Uber la legislación que rige es es-
tatal y el embrollo esmenor. “Aho-
ra mismo la regulación española
de transporte es una de las más
restrictivas de Europa ya que im-
pide que crezca un mercado con
mucho recorrido”, señala un por-
tavoz de la compañía.

Uber, quizá la más polémica
de todas las plataformas surgi-
das en el marco de la economía

colaborativa, ha lanzado distin-
tasmodalidades de negocio adap-
tables a los niveles de regulación
de cada país. Además de Uber X
enMadrid y en otros 15 países en
Europa, existe Uber Pop (taxi
convencional conducido por par-
ticulares sin licencia), solo auto-
rizado en los Estados bálticos en
la UE (cinco ciudades en Polo-
nia), y en EE UU o México en
América. La última apuesta —y
la más difícil de ordenar— ha si-
do Uber Pool, un servicio para
compartir trayecto con otros
usuarios de la plataforma que,
de momento, solo funciona en
Londres y París (España no per-
mite al vehículo hacer paradas
para recoger pasajeros).

En el apartado de home sha-
ring, el epígrafe legal sobre el que
desearía transitar normativamen-
te Airbnb, el único avance claro

enEspaña fue el restrictivo borra-
dor que redactó la Generalitat: el
titular de la vivienda debe ser el
propietario, tiene que estar empa-
dronado y pernoctar en el piso
mientras hay huéspedes, pudien-
do alquilar comomáximo dos ha-
bitaciones durante cuatro meses
al año. “Lo que Airbnb reclama
es una regulación que permita a
particulares alquilar su vivienda
habitual de manera esporádica,
un marco legal para los particu-
lares, distinto al de los profesiona-
les. Una regulación que reconoz-
ca la posibilidad de compartir el
hogar, que no elimine vivienda
disponible del mercado de alqui-
ler y que respete la esencia de la
economía colaborativa”, señala
un portavoz.

En caso de aprobarse, tampo-
co cerraría completamente el
conflicto. Porque el Ayuntamien-

to deBarcelona (con 17.000 anun-
cios en Airbnb) también podría
decidir si concede licencias a esos
pisos y en qué condiciones. Ac-
tualmente, solo 8.700 viviendas
poseen este permiso. Lo mismo
sucedería en cualquier ciudad.

Miguel Ferrer, experto en re-
gulación de empresas digitales,
cree que laUEpoco a poco obliga-
rá a ordenar de forma uniforme
el sector. “La Comisión Europea
aprobó publicar en junio unas
guías sobre cómo hay que aplicar
la normativa a la economía cola-
borativa y de qué modo se tienen
que evitar barreras de competen-
cia en el mercado interno. Al fi-
nal, lo que dice es que no se pue-
den aplicar 17 normativas distin-
tas en las diferentes comunida-
des a las empresas digitales”. Al-
go así como terminar al fin con el
caos regulatorio.

Las ciudades que mejor han
acogido hasta ahora Airbnb
son Londres, donde los pro-
pietarios de una vivienda
pueden alquilarla como máxi-
mo 90 días al año; París,
donde Airbnb se ha compro-
metido a recoger la tasa turís-
tica o Ámsterdam, donde la
empresa también recoge
dicho impuesto y los propieta-
rios no pueden alquilar más
de 60 días su hogar. El resto
de las regulaciones (Hambur-
go, Milán, Florencia, Lisboa…)
están basadas también en la
idea de expulsar de la red a
profesionales del turismo o a
usuarios que, contrariamente
a la supuesta filosofía original
de la empresa, no está utili-
zando únicamente su propia
casa como fuente de ingresos
extra (en Barcelona más de la
mitad de los usuarios tiene
más de un anuncio). En Ber-
lín, la compañía no ha logra-
do convencer a las autorida-
des y la ciudad acaba de vetar
su implantación.

Airbnb mantiene una lucha
de trincheras ciudad a ciudad
contra sus detractores, forma-
dos principalmente por el
gremio hotelero y los vecinos
que denuncian ruidos en la
escalera o incrementos en el
precio de los alquileres resi-
denciales. En algunos casos,
como en San Francisco, la
plataforma turística tuvo que
invertir 7 millones de euros
en comunicación para ganar
el referéndum (con el 55% de
los votos) que se planteó en
su contra en la ciudad donde
nació la idea. La inversión de
ambas compañías en trabajo
de lobby para hacer frente a
las distintas oposiciones en
cada territorio ha sido desco-
munal.

Guerra de
trincheras por
municipios

Europa aplica normas distintas en cada ciudad para ordenar la implantación
de empresas como Uber o Airbnb. En España, todavía más fragmentada

legalmente, la CNMC recomienda una mayor liberalización de esos servicios

Economía colaborativa, caos legal

Un hombre en Washington (EE UU) utiliza la aplicación Uber en su móvil. / ANDREW CABALLERO-REYNOLDS (AFP)

DANIEL VERDÚ, Barcelona

Madrid y Barcelona
no han legislado
sobre el alquiler de
viviendas turísticas

Uber adapta sus
modelos de negocio
a las leyes de los
distintos países

La Unión Europea
aboga por que en
España se uniforme
la regulación
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